PROYECTO DE SOLICITUD DE INFORMES

La Honorable Cámara de Diputados de la

Provincia de Buenos Aires

RESUELVE

Dirigirse al Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires y por su intermedio a quien corresponda, a efectos de solicitarle que en forma escrita y urgente, informe a este cuerpo, sobre algunos aspectos vinculados a la Emergencia declarada en el ámbito del Ministerio de Salud, respondiendo el siguiente temario:

1. Remita copia certificada del expediente nº 2900-71609/08, todos sus alcances y agregados, del cual dan cuenta de la actuación y análisis de los expedientes en los cuales se tramitan las contrataciones directas realizadas por el Ministerio de Salud, incluyendo la Resolución nº 374/08. 

2. Informe de todas las operaciones realizadas por ese Ministerio para paliar las situaciones que motivaron el dictado del Decreto 305/08. Especificando si consistieron en mecanismos contables de pago o contrataciones directas, consignando el número de expediente administrativo, monto y prestación correspondiente – orden de pago-, que con fundamento en el decreto mencionado se han realizado a partir de la vigencia del mismo.

3. Informe respecto a los trámites de reconocimiento de gastos por prestaciones de servicios, percepción de insumos y obras originadas en contrataciones que no contaban con la convalidación correspondiente, provistos hasta el 31 de diciembre de 2007, como así también, condición de pago, orígenes y prestaciones, razones de emergencia, etc., consignando el número de cada expediente administrativo.
4. Detalle todas las medidas que se han llevado a cabo con el objeto de deslindarla respectiva responsabilidad administrativa y penal de aquellos funcionarios vinculados, eventualmente, a la falta de documentación y control relativo al pago de las mencionadas prestaciones de servicios, percepción de insumos y obras tal como se indica en el citado decreto.
FUNDAMENTOS

Por medio del Decreto 305/2008, sancionado con fecha veinte de febrero del 2008 y publicado con fecha veintiséis de febrero de 2008, el Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires declaró el estado de emergencia administrativo funcional del Ministerio de Salud por el término de 180 días contados a partir del dictado del mencionado decreto.

 La medida en la práctica suspendió los trámites de reconocimiento de gastos por prestaciones de servicios, insumos y obras originarias en contrataciones a fin de implementar un procedimiento de reconocimiento de deuda - lo cual fue llevado a cabo mediante Resolución n º 346/08 del Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires- suspendiendo para ello el pago a los proveedores por prestaciones realizadas antes del 31 de diciembre pasado. Asimismo se facultó al Ministerio de Salud llevar a cabo durante este  lapso contrataciones directas conforme a las normas de excepción previstas en el Decreto-Ley de Contabilidad N° 7.764/71, T.O. por Decreto N° 9.167/86 y modificatorias, en la Ley N° 6.021, T.O. por Decreto N° 4.536/95 de Obras Públicas y modificatorias, y en la Ley Nº 10.397, T.O. por Resolución del Ministerio de Economía N° 120/04 -Código Fiscal- y modificatorias, y sus respectivos Decretos Reglamentarios eximiéndolo del cumplimiento de las prescripciones del prescripciones del Decreto-Ley N° 7.543/69 T.O. por Decreto N° 969/87 y modificatorias, del Decreto-Ley N° 8.019/73, T.O. por Decreto N° 8.524/86, del Decreto-Ley N° 9.853/82, y del dictamen del Consejo de Obras Públicas al que alude el artículo 10 de la Ley N° 6.021. Tal excepción se estableció sosteniendo que la misma debía ejercerla el Ministerio de Salud durante “un plazo razonable”, acorde a los 180 días de emergencia declarada y a su vez a los 90 días corridos contados a partir de la implementación del régimen mencionado - Resolución n º 346/08-  .  

A ello debemos agregar que la intervención de los Organismos de Asesoramiento y Control prevista en las normas citadas será requerida ya no con carácter previo sino una vez finalizado el trámite administrativo correspondiente.

Como se desprende del propio texto del acto administrativo emanado del Señor Gobernador, el plazo regulado para la emergencia y el accionar a realizar por el propio Ministerio de Salud, se encuentra en la actualidad plenamente vencido. No existe conocimiento esta instancia de las situaciones reales que se sucedieron a partir de la habilitación dada y cuales fueron las consecuencias para la Provincia de Buenos Aires. 

La publicidad de los actos de gobierno, elemento central de toda República, es lo que conlleva de manera obligatoria a sostener que el Ministerio de Salud, mediante su representante natural – Dr. Claudio Zin-, debe informar a ésta Cámara de forma inmediata el resultado de todas y cada una de las operaciones implementadas a fin de evitar cualquier tipo de perjuicio. 

 Como toda legislación de emergencia requiere: que exista una situación de emergencia que imponga al Estado el deber de amparar los intereses vitales de la comunidad; que la ley tenga como finalidad legítima la de proteger los intereses generales de la sociedad y no a determinados individuos; que la moratoria sea razonable, acordando un alivio justificado por las circunstancias; que su duración sea temporal y limitada al plazo indispensable para que desaparezcan las causas que hicieron necesaria la moratoria. 

Conforme a lo previsto en el decreto 305/08 en su artículo 7 se dispuso la creación de una comisión presidida por el Director General de Administración del Ministerio de Salud integrada por un representante de cada una de las Subsecretarías de dicho Ministerio y un representante de Asesoría General de Gobierno. 

Esta Comisión debe llevar a cabo al seguimiento de las actuaciones de verificación y eventual pago de los créditos suspendidos y las relacionadas las contrataciones directas. Incluso se dispuso invitar a la Contaduría General de la Provincia y a la Fiscalía de Estado para conformar la misma a través de un representante por cada organismo.

Visto lo anterior se torna indispensable tomar conocimiento de la formación, actuación y funcionamiento de la Comisión con el objeto de comprobar no solo la legalidad de los pagos efectuados y los contratos celebrados, sino esencialmente la transparencia de los mismos a fin de establecer la existencia o no de irregularidades. 

De allí que esperamos el acompañamiento de esta Cámara para el presente proyecto.

